Vista N° 198

4 de julio de 2005

Proceso Contencioso La Firma Castillo & Castillo
Administrativo de Abogados, en representacidén de
Plena Jurisdiccién Isis del Rosario Rivera de
Gonzalez, para que se declare
nulo por ilegal, el acto

administrativo contenido en el
Decreto Ejecutivo N2 260 de 19

Promocién y sustentacién de junio de 2003, dictado a
de recurso de apelacién través del Ministerio de
Educacién, el acto

confirmatorio vy para que se
hagan otras declaraciones.

Sefior Magistrado Presidente de 1la Sala Tercera, de lo
Contencioso Administrativo, de la Corte Suprema de Justicia.

Acudo ante usted, con la finalidad de promover vy
sustentar recurso de apelacidén contra la providencia visible
a foja 42, por la cual se admitidé la demanda contencioso
administrativa de plena jurisdiccidn enunciada en el margen
superior de la presente vista fiscal, con fundamento en el
articulo 109 del Cdédigo Judicial.

La oposicidédn de la Procuraduria de la Administracién a
la admisidén de 1la demanda radica en el hecho de dque es
contraria a lo que disponen los articulos 42-B y 44 de la Ley
135 de 1943, que establecen los requisitos y formalidades
para acudir ante la Sala Tercera de lo Contencioso
Administrativo.

En las constancias procesales, apreciamos que el Decreto

Ejecutivo N° 260 de 19 de junio de 2003 declard sin efecto el



Decreto Ejecutivo N° 203 del 12 de diciembre de 1997, el
Decreto Ejecutivo N° 52 del 6 de abril de 1999 y el Decreto
Ejecutivo N° 66 del 25 de febrero del ano 2003, a través de
los cuales se nombrd a la funcionaria Isis Del Rosario Rivera
como Auxiliar de Biblioteca I (Servicios de apoyo técnico
docente con funciones de Jefa en el Registro de Derecho de
Autor en la Direccidén Nacional de Derecho de Autor).

La demandante, al ser notificada del acto administrativo
que declardé sin efecto su nombramiento, anuncidé y sustentd,
contra ese acto, un recurso de reconsideracidén en tiempo
oportuno, pero el mismo fue desestimado por improcedente,
mediante Resolucidén N° 84 de 9 de julio de 2003, emitida por
el Ministerio de Educacidén, que se encuentra visible a fojas
28 y 29 del expediente que contiene la demanda contencioso
administrativa de plena jurisdiccidn.

En fecha posterior, 1la afectada interpuso un nuevo
recurso de reconsideracién contra el Decreto Ejecutivo N° 260
de 19 de Jjunio de 2003, que fue rechazado de plano por
improcedente mediante Resolucidén N° 43 de 24 de marzo 2004,
que consta a foja 2 del expediente. En esta resolucidn se
explica la razdén que motivdé el rechazo de plano del nuevo
recurso de reconsideracidn, como a continuacidén
transcribimos:

“Siendo que la materia planteada ha sido
objeto de un pronunciamiento previo por
parte de este Despacho, es 1imposible
admitir ni dar trdmite al nuevo *“recurso

de reconsideracidén” por lo que
corresponde sea rechazado de plano.”



De lo expuesto, es evidente que la Resolucidén N° 84 de 9
de julio de 2003, emitida por el Ministerio de Educacidén, en
la que se desestimdé el primer recurso de reconsideracidén
presentado por la Sra. Isis Del Rosario, agotdé 1la via
gubernativa vy asi se expresdé en la parte final de esa
Resolucidn.

En atencién a lo anterior, es a partir de 1la
notificacién de la Resolucidén N°84 de 9 de julio de 2003,
cuando empezdé a transcurrir el término indicado en el
articulo 42-B de la Ley 135 de 1943, para la presentacidn de
la accién encaminada a obtener una reparacidén por lesidn de
derechos subjetivos ante la Sala Tercera de la Corte Suprema
de Justicia.

La notificacidén de la Resolucidén apuntada en el parrafo

anterior, se hizo el dia 18 de julio de 2003 a las 12:00 m.

Asi se seflala en el parrafo segundo de la Resolucidén N°43 de
24 de marzo de 2004, por lo que el 18 de septiembre de 2003
vencidé el término que estipula el articulo 42-B de la Ley 135
de 1943, para la interposicién de la demanda.

De lo expuesto resulta evidente que la demanda
contencioso administrativa de plena jurisdiccidn interpuesta
por la funcionaria Isis del Rosario Rivera, a través de

representante legal, es extemporadnea, pues fue presentada 11

meses después de que transcurriera el término de 2 meses que

dispone la Ley 135 de 1943.

La accién presentada ha prescrito, al excederse el
término legal establecido en el articulo 42-B de 1la Ley

citada, cuyo tenor literal es el siguiente:



“Articulo 42-B: La accidén encaminada a
obtener una reparacién  por lesién de
derechos subjetivos prescribe, salvo

disposicidén legal en contrario, al cabo de
dos meses, a partir de la publicaciédn,
notificacién o ejecucidén del acto o de
realizado el hecho o) la operacidn
administrativa que causa la demanda.”
(resaltado de la Procuraduria)

Con relacidén a este articulo, la Sala Tercera de 1lo
Contencioso Administrativo, mediante Auto fechado 23 de abril
de 2004, se pronuncidé de la siguiente manera:

“De la lectura de la demanda, se observa que
la demanda in examine no puede ser admitida,
puesto que fue presentada fuera del término
legal que para las acciones de plena
jurisdiccidén establece el Articulo 42B de la
Ley 135 de 1943, esto es, dos meses contados
a partir de la notificacidén del acto dque
agota la via gubernativa. En el presente
caso, ello se colige claramente del hecho
que la Resolucidédn RUTP-R 001-2003 del 21 de
enero de 2003, dictada por el RECTOR DE LA
UNIVERSIDAD TECNOLOGICA DE PANAMA, que agotd
la wvia gubernativa, fue notificada al
demandante el 22 de enero de 2003, vy la
demanda que nos ocupa fue interpuesta ante
la Secretaria de esta Sala el 20 de enero de
2004, segun consta a foja 53 del expediente,
fecha para la cual vya habia prescrito el
derecho para presentar la demanda
contencioso—-administrativa”.

En adicién a lo anterior, la parte demandante ha
confundido la Resolucidén N° 43 de 24 de marzo de 2004, con el
acto administrativo que agota la via gubernativa, y por ende
no acompandé la demanda de la constancia de notificacién del
acto gque puso fin a la misma, que como hemos sefnalado es la

Resolucidén N° 84 del 9 de julio de 2003.



Esta constancia de notificacidédn es un

requisito

exige el articulo 44 de la Ley 135 de 1943 gque reza asi:

“Articulo 44, A la demanda debera
acompafiar el actor de una copia del acto
acusado, con las constancias de su

publicacién, notificacidén, o ejecucidn,

segun los casos.”

que

Sobre el particular, se ha pronunciado Vuestra Sala en

Sentencia calendada 25 de noviembre de 1997, que en su parte

medular manifiesta lo que a continuacidén transcribimos:

“Se percata quien suscribe que la parte
demandante incumplidé, en cierta medida,
lo seflalado en los articulos 42-b y 44 de
la ley 135 de 1943. Asi se observa que el
recurrente no dejdé constancia dentro del
presente libelo, de la notificacidén
correspondiente a la Resolucidén N° 125-J.
D. de 12 de agosto de 1997, 1la cual
confirma en todas sus parte el acto
impugnado, consistente el Resuelto N° 524
de 19 de noviembre de 1996. La ley exige
la constancia de la notificacidén, con el
fin de verificar el agotamiento de la via
gubernativa, para establecer si la
demanda ha sido ©presentada en tiempo
oportuno, o si por el contrario, la misma
es extempordnea...

Aunado a lo anterior todo pareciera
indicar que la demanda esta prescrita
pues la Resolucidén 125-97, que confirma
en todas sus partes el acto impugnado, es
de 12 de agosto de 1997, y la demanda de
plena jurisdiccién fue presentada ante la
Sala Tercera el 28 de octubre de 1997,
cuando ya habia transcurrido el término
de los dos meses que senala la ley.

Por las —consideraciones expuestas, no
debe déarsele curso legal a la presente
demanda...”

En base a las consideraciones juridicas externadas en

esta vista fiscal,

esta Procuraduria estima que el Tribunal

debe aplicar lo preceptuado en el articulo 50 de la Ley 135



de 1943, del tenor siguiente:

“No se dara curso a la demanda que
carezca de alguna de las anteriores
formalidades % su presentacioén no
interrumpe los términos sefalados para la
prescripcién de la accidn.”

Por lo expuesto, este Despacho solicita que se revoque la
providencia de 3 de enero de 2005 (foja 42 del expediente
judicial), que admite la demanda contencioso administrativa
de plena Jjurisdiccidén, interpuesta por la firma Castillo &
Castillo Abogados en representacidén de Isis Del Rosario
Rivera, para que se declare nulo, por ilegal, el acto
administrativo contenido en el Decreto Ejecutivo N° 260 de 19
de junio de 2003, dictado a través del Ministerio de
Educacidén, el acto confirmatorio y para gque se hagan otras

declaraciones.

Del Sefior Magistrado Presidente,

Oscar Ceville
Procurador de la Administracién

OC/sh/bdec

Licdo. Victor L. Benavides P.
Secretario General



